
 
 
Detalles del caso Eco Oro Minerals Corp. v. Republic of Colombia (Caso CIADI No. ARB/16/41)  
 

• Tema de la disputa: Consesión minera 
• Sector Economico: Petroleo, Gas & Mineria 
• Instrumento invocado: TLC Canada - Colombia  
• Reglas Aplicables: Convención del CIADI – Reglas arbitrales 

• (a) Procedimiento original  
o Nacionalidad de los reclamantes: Eco Oro Minerals Corp. (Canadiense) 
o País demandado: Republica de Colombia  
o Fecha de registro de la demanda: Deciembre 29, 2016 
o Fecha en que se constituyo el Tribunal: Septiembre 11, 2017 

• Composición del Tribunal 

§ Presidente:  Juliet BLANCH (Britanica) – Designada por el Secretario General del CIADI 
§ Arbitros:       Horacio A. GRIGERA NAÓN (Argentino) – Designado por el inversor 

                     Philippe SANDS (Britanico, Frances) – Designado por el demandado 
• Representantes de partes 

§ Inversor demandante: Freshfields Bruckhaus Deringer, Washington, D.C., U.S.A. 
§ Demandado: Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, Bogotá, Colombia y Latham & 

Watkins, Paris, Francia 

§ Idiomas del procedimiento: Ingles, Español 
§ Status del procedimiento: Pendiente 
§ Ultimos desarrollos: 5 Abril 2019 - EL Tribunal emite Orden procedimental No. 7. 
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15 de Diciembre de 2016 

La increíble historia de la demanda de Eco Oro Minerals contra Colombia 

Por: Marco Velásquez-Ruiz 

El Proyecto Angostura y su triste desenlace 

Eco Oro Minerals (conocida como Greystar Resources hasta el año 2007) es una empresa constituida en Canadá, 
dedicada a la exploración y desarrollo de metales preciosos, y que desde 1994 hace presencia en Colombia. Su joya de 
la corona es el Proyecto Angostura, ubicado en el páramo de Santurbán (Santander, a 69 kilómetros de Bucaramanga) y 
sobre el que se otorgaron 8 títulos mineros que cubren un área total de 30 mil hectáreas. 

Desde un inicio, el otorgamiento de la concesión estuvo afectada por numerosos incidentes relacionados con su 
impacto a nivel socioambiental y la falta de debida diligencia de Eco oro Minerals respecto de su previsión y 
mitigación. En diciembre de 2009 la empresa solicitó una licencia ambiental para poder iniciar el proyecto, pero ésta fue 
denegada en abril de 2010 pues se trataba, originalmente, de una iniciativa de explotación a cielo abierto. 

Debido a este revés, se cambió el esquema de extracción y se volvió a solicitar el mencionado permiso en marzo de 
2011. Y en el marco de numerosas acciones de resistencia y movilización ciudadana, en septiembre de 2012 la Agencia 
Nacional de Minería decidió  extender la licencia de explotación del proyecto Angostura y lo declaró de interés nacional. 
Parecía que no había marcha atrás al Proyecto Angostura, a pesar de numerosos reparos hechos por la sociedad civil, la 
academia y otros grupos de interés. 

Sin embargo, la suerte de Eco Oro empezó a cambiar en 2014. El Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible 
decidía demarcar el área del páramo de Santurbán para fines de protección a través de la resolución 2090. 

Acto seguido, el 8 de febrero de 2016, la Corte Constitucional emitió una sentencia histórica en virtud de la cual se 
declaró inexequible al artículo 173 del Plan Nacional de Desarrollo 2014-2018, y por ende se extendió la prohibición del 
desarrollo de actividades extractivas a los páramos del país. Con esta decisión se afectaron de forma inmediata los 
títulos mineros y concesiones hechas hasta el momento en dichas áreas, incluido el Proyecto Angostura de la 
empresa canadiense. 

La reacción de Eco Oro Minerals no se hizo esperar. En el marco del Tratado de Libre Comercio celebrado entre Canadá 
y Colombia del 2008, el 7 de marzo de 2016 la compañía le notificó al gobierno nacional la intención de iniciar una 
disputa internacional de inversión, con ocasión de la decisión emitida por la Corte Constitucional a través de la 
cual se logró la protección definitiva del Páramo de Santurbán, y que por ende afectaba sus derechos y expectativas 
económicas. 

Si bien la compañía manifestó su intención de llegar a un arreglo pacífico para evitar el inicio formal de un proceso de 
arbitraje, las autoridades colombianas tenían claro de la decisión del máximo tribunal del país era perentoria y de 
inmediata ejecución, por lo que la protección de los intereses públicos de los colombianos primó sobre las pretensiones 
de la empresa, y la propuesta de negociación no fue acogida. 

En consecuencia, el 2 de agosto de 2016 se emitió una resolución (Resolución VSC 829) a través de la cual se le 
notificó a Eco Oro de la revocatoria de sus títulos mineros ubicados en el Páramo de Santurbán. 

Teniendo en cuenta los anteriores acontecimientos, y de acuerdo al carácter beligerante con el que la empresa asumió 
desde un principio las decisiones emitidas por las autoridades públicas colombianas, el pasado 9 de diciembre el 
gobierno colombiano recibió una notificación formal de demanda por parte de Eco Oro. La empresa alega que las 
acciones de la Corte y la ANM afectaron sus derechos y expectativas legítimas al tratarse de un caso de expropiación 
indirecta y trato desigual. Igualmente, anunció la intensión de someter el caso ante el Centro Internacional de Arreglo de 
Diferencias Relativas a Inversiones (CIADI) del Banco Mundial, a través de un tribunal ad hoc creado para tal propósito. 

Que hay detrás de Eco Oro Minerals y su demanda arbitral 



Pero si ya la historia del Proyecto Angostura parece increíble a la luz de la temeraria acción judicial de Eco Oro Minerals 
contra Colombia, que sin duda redunda en la efectiva protección de los intereses públicos del país y el disfrute los 
derechos humanos de sus habitantes, lo que ha salido a la luz en los últimos días es aún más impactante. Ya no sólo se 
trata de un asunto de debida diligencia empresarial, sino que entra a la escena un conflicto de intereses que 
pone en duda, desde ya, la probidad del CIADI para estudiar este caso. 

Según consta en numerosos documentos públicos, la International Finance Corporation (IFC) – organización que 
también hace parte del grupo Banco Mundial – realizó inversiones de capital en Eco Oro Minerals, desde mayo 
de 2009, por 20 millones de dólares. En ese entonces, adquirió el 12,5% de sus acciones -transadas en la bolsa de 
Toronto- con el objetivo de financiar el desarrollo de estudios de vulnerabilidad bancaria e impacto socioambiental, 
además de facilitar el inicio de labores de exploración en la mina. 

Lo grave del asunto es que, desde el momento en el que IFC se vuelve accionista de Eco Oro, había alertas sobre 
los posibles impactos que el Proyecto Angostura le podía generar al ecosistema del Páramo de Santurbán y a 
sus habitantes. Es por esto que en junio de 2012 el “Comité por la Defensa del Agua y el Páramo de Santurbán”, una 
organización de la sociedad civil apoyada por importantes ONG como AIDA y Miningwatch Canada, presentó una queja 
ante el Ombudsman-CAO, un mecanismo de revisión independiente de proyectos en los que el Banco Mundial o sus 
agencias, incluida IFC, hayan invertido recursos. 

Como resultado de este proceso de evaluación independiente, el 30 de junio de 2016 CAO emitió un extenso informe 
en el que se dice, palabras más palabras menos, que IFC -es decir el Banco Mundial- no realizó de forma debida 
las evaluaciones de factibilidad que son necesarias para invertir en un proyecto como el Angostura, sobre el que 
se siempre se supo conllevaba evidentes riesgos de distinto tipo. En concreto, no se midieron los eventuales 
impactos de la actividad de Eco Oro más allá de la fase de exploración. 

Peor aún. En octubre de este año, cuando ya se conocía tanto el informe de CAO y la intención de demanda por parte de 
Eco Oro Minerals, una coalición de organizaciones sociales se reunió en Washington con representantes del Banco 
Mundial para solicitar que IFC retirara su inversión sobre la empresa canadiense, habida cuenta de las bien conocidas 
implicaciones del proyecto en el páramo de Santurbán y, por ende, en la protección de los derechos de los colombianos. 
Hasta el momento no hay respuesta a dicha solicitud. 

En conclusión: una empresa canadiense, financiada en parte por una agencia del Banco Mundial, demanda a 
Colombia a través de un mecanismo administrado por otra agencia del mismo grupo. Desde una perspectiva 
judicial hay un evidente conflicto de intereses, ya que se antoja difícil que bajo esta situación un tribunal de arbitraje de 
inversión pueda realizar una evaluación objetiva e independiente de las medidas que tomó el país para proteger sus 
intereses públicos. Igualmente, resulta éticamente reprochable que una empresa como Eco Oro, que actuó sin debida 
diligencia respecto de los riesgos que implicaba un proyecto como el Angostura, tenga el descaro de iniciar un pleito 
contra nuestro país. 

Y la ñapa, por si esto no es suficientemente claro: el 22 de noviembre, el fondo de inversión Amber Capital LLP 
anunció que había adquirido una nota promisoria expedida por Eco Oro Minerals respecto de las posibles 
ganancias que se pudiesen generar por el arbitraje de inversión contra Colombia. Un negocio sucio y desleal con el 
país. 

Muchos interrogantes se generan alrededor de este caso. Esperamos, como se ha sostenido siempre, que el gobierno 
colombiano asuma una coherente estrategia de defensa en la que se incluyan todos estos detalles, que muestran la 
pérfida y antiética actitud de una empresa que trató de abusar de una posición privilegiada brindada por el TLC firmado 
por Colombia y, claro está, por la inexplicable actitud de IFC. Es hora de asumir actitudes enérgicas frente a estos 
casos, y dejar de pensar que estas son cuestiones meramente técnicas. Son debates políticos globales que 
requieren de movilización política a todo nivel -desde una diplomacia digna hasta la gente en la calle. 
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Rechazan acción legal de minera contra el país por páramo de Santurbán 

Ambientalistas criticaron anuncio de Eco Oro Minerals por las medidas de protección al páramo.  

Por:  MEDIOAMBIENTE |  | 17 de marzo de 2016  

"Desde el comienzo del proyecto era claro que las normas protegen los páramos".  

Organizaciones ambientales rechazaron el anuncio de la multinacional canadiense Eco Oro Minerals Corp. de iniciar una 
'solicitud de intención' de una disputa de arbitraje internacional contra el Estado colombiano por las medidas de 
protección al páramo de Santurbán en Santander, donde la empresa tiene el proyecto de minería Angostura. 

De acuerdo con un comunicado oficial de la empresa, publicado el 7 de marzo de este año, sus actividades se han visto 
afectadas por la “demora excesiva del Gobierno en el esclarecimiento de los límites del páramo de Santurbán y si estos 
reñían con el proyecto Angostura, y su fracaso persistente para proporcionar claridad en cuanto al derecho de Eco Oro 
para continuar el desarrollo de su proyecto minero en vista de los nuevos requisitos definidos, y más tarde como 
consecuencia de la decisión de la Corte Constitucional, que ha ampliado la prohibición de actividades mineras en zonas 
de páramo”. 

La multinacional, que también pide compensación monetaria, levanta la queja en el marco del incumplimiento de 
los compromisos pactados en el Tratado de Libre Comercio entre Canadá y Colombia. 

Ante el anuncio de la multinacional, el Centro para el Derecho Ambiental Internacional (Ciel), la Asociación 
Interamericana para la Defensa del Ambiente (Aida), el Comité por la Defensa del Agua y el Páramo de Santurbán, la 
organización MiningWatch, entre otras organizaciones, manifestaron su indignación ante el anuncio de Eco Oro. 

“Desde el comienzo de Angostura era claro que la Constitución y normas aplicables protegen los páramos, que el 
proyecto podría afectar Santurbán y que, por ende, podría no ser autorizado. Los Estados no deben ser sancionados por 
proteger sus fuentes de agua, cumpliendo las obligaciones nacionales e internacionales”, aseguró Carlos Lozano Acosta, 
abogado de Aida. 

Tras el anuncio de la minera canadiense, el Comité por la defensa de Santurbán presentó una queja sobre el proyecto 
ante la oficina del Asesor en Cumplimiento de la Corporación Financiera Internacional (CFI), la institución del Grupo del 
Banco Mundial dedicada exclusivamente al sector privado. 

Santurbán fue delimitado por el Ministerio de Ambiente en diciembre del 2014, cuando se protegieron cerca de 
98.000 hectáreas de páramo. Esta decisión, que tomó más de tres años, contó con la investigación científica del 
Instituto Humboldt. 

Contra la delimitación 

La Asociación Ambiente y Sociedad radicó una comunicación este viernes ante la Corte Constitucional a favor de la 
acción de tutela que promovió el Comité por la Defensa del Agua y del Páramo de Santurbán contra el Ministerio de 
Ambiente y Desarrollo Sostenible por vulnerar derechos fundamentales con la delimitación del complejo de páramo de 
Santurbán en Santander. 

La organización sostiene que esta delimitación no contó con criterios biológicos y, por ende, vulnera los derechos al 
medioambiente sano y a la participación ciudadana. 
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Eco Oro reclama a Colombia 764M$ en el arbitraje por la mina de Angostura 

By Redacción @CIAR_Global · On 21 marzo, 2018 

En el arbitraje que mantiene con Colombia, la minera canadiense Eco Oro establece su reclamación por daños en 
764 millones de dólares, por expropiación indirecta e ilegal y trato injusto y no equitativo, en relación con el contrato que 
comprende el yacimiento de oro y plata de Angostura. 

El pasado 20 de marzo Eco Oro presentó un memorial ante el tribunal del Ciadi que administra el arbitraje que mantiene 
con Colombia en relación al proyecto minero de Angostura. 

La canadiense demanda una compensación de 764 millones de dólares, por los daños que ha sufrido como resultado de 
las medidas del Estado colombiano. Eco Oro afirma que se destruyó el valor justo de mercado de sus inversiones en 
el sector minero colombiano y se le privó de sus derechos en el Contrato de Concesión que comprende el 
depósito de oro y plata de Angostura. 

Según la nota de prensa emitida por la canadiense, Eco Oro fue una de las primeras compañías extranjeras en invertir en 
el sector minero del oro de Colombia, con más de 250 millones de dólares para desarrollar el proyecto objeto de litigio. 

La minera explica que como resultado de estas inversiones, proveyó de recursos para el depósito Angostura 
convirtiéndolo en uno de los más grandes de Colombia, y basándose en los compromisos del país en sus títulos mineros 
de conformidad con la legislación colombiana. 

Acusa al Gobierno colombiano de apoyar el proyecto para después privarle de sus derechos sobre la explotación 

En la información se asegura que el gobierno colombiano aseguró reiteradamente su apoyo al proyecto, incluso 
declarando que era un “proyecto de interés nacional”; y pone en valor haber sido elogiado por sus programas sociales y 
prácticas medioambientales, recibiendo premios tanto a nivel internacional, como de las autoridades colombianas. 

En diciembre de 2014, el gobierno colombiano emitió una resolución que delineaba el páramo de Santurbán en las 
proximidades de Angostura. Si bien la resolución restringía la extracción en el recientemente designado páramo, eximía 
ciertas concesiones mineras preexistentes, como la de Eco Oro. 

El Gobierno colombiano emitió una decisión en agosto de 2016 privando a Eco Oro de derechos sobre 
Angostura 
A pesar de estos compromisos y garantías, el gobierno colombiano, a través de la Agencia Nacional de Minería (ANM) 
emitió una decisión en agosto de 2016 privando a Eco Oro de derechos vitales sobre la mayoría de la concesión de 
Angostura, sobre la base de una decisión del Tribunal constitucional emitida en febrero de 2016, sin disipar la 
incertidumbre con respecto a los derechos de Eco Oro sobre otras áreas de la Concesión. 

Posteriormente, en noviembre de 2017, una nueva decisión del Tribunal Constitucional anuló la totalidad de la resolución 
sobre la delineación del páramo de Santurbán y requirió que se redefiniera. Eco Oro espera que este proceso genere aún 
mayores restricciones a la minería. 

Mientras tanto, la canadiense tiene un plazo, que pronto expirará, para presentar un plan de mina a la Agencia Nacional 
de Minería o,  de lo contrario, la concesión sobre Angostura estará sujeta a rescisión por parte de la Agencia Nacional de 
Minería. 

Dada la incertidumbre, Eco Oro explica que no puede presentar ningún plan, y denuncia la negación del Gobierno 
colombiano a otorgarle una suspensión de los plazos. 

Expropiación indirecta e ilegal y trato injusto y no equitativo 

Violaciones del Tratado de Libre Comercio entre Canadá y Colombia presentadas: 



1. Privación por Colombia del uso y goce por parte de Eco Oro de su derecho a explotar el Proyecto Angostura en 
virtud del Contrato de Concesión 3452, lo que equivale a una expropiación indirecta e ilegal en virtud del 
Artículo 811 y el Anexo 811 del Tratado; 

2. Trato injusto y no equitativo por parte de Colombia en violación del Artículo 805 (1) del Tratado, incluyendo la 
frustración de las legítimas expectativas de Eco Oro y el fracaso de Colombia para proporcionar un entorno legal 
y de inversión estable y predecible y protección y seguridad plenas. 

Eco Oro calcula que el valor justo de mercado del proyecto fue de 696 millones de dólares más un interés de 68 
millones 
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La demanda contra Colombia sigue adelante 
Sebastian Perry 
09 diciembre 2016 
 
Eco Oro de Canadá ha cumplido con su amenaza de presentar una reclamación de tratado contra Colombia después de 
haber sido privado de sus derechos mineros por razones ambientales - y contará con el apoyo de donantes que 
recaudarán alrededor de la mitad del producto del arbitraje. 
 
Eco Oro presentó una solicitud de arbitraje del CIADI ayer bajo el acuerdo de libre comercio entre Canadá y Colombia, 
nueve meses después de haber amenazado la reclamación. 
 
La disputa se refiere al yacimiento de oro y plata Angostura en la región andina del país. Eco Oro ha estado 
desarrollando el proyecto desde los años noventa, pero dice que su inversión ha sido destruida por medidas estatales 
"arbitrarias, inconsistentes y desproporcionadas". 
 
En febrero, el tribunal constitucional del país emitió un fallo que amplió las restricciones a la minería en los ecosistemas 
de alta montaña conocidos como páramos, anulando las disposiciones legales que habían estabilizado los derechos de 
los proyectos mineros en aquellas áreas negociadas antes de 2010. 
 
Esto llevó a la agencia minera del país a emitir una decisión en agosto que dice que Eco Oro le ha privado de sus 
derechos a un poco más del 50% del área de concesión de Angostura que se encontró dentro de una zona de 
preservación para el páramo de Santurbán delineado en 2014. 
 
La protección de páramos ha sido una prioridad para los activistas ambientales en Colombia, quienes dicen que cerca de 
dos millones de personas en el país confían en el páramo de Santurbán para su abastecimiento de agua dulce. 
 
Eco Oro dice que sus derechos se enfrentan a "la amenaza de más usurpaciones" porque la corte constitucional y la 
agencia minera pueden emitir más decisiones reduciendo aún más el área de concesión. Como resultado de las 
"incertidumbres", la compañía dice que el proyecto minero no puede actualmente ser licenciado y se ha "convertido en 
inviable". 
 
La compañía dice que ha invertido más de US $ 250 millones en el proyecto dependiendo de los compromisos de 
Colombia y que el estado declaró en 2011 y 2013 que Angostura era un "proyecto de interés nacional". 
 
Eco Oro dice que la conducta del estado ha violado las disposiciones del tratado comercial sobre trato justo y equitativo, 
expectativas legítimas y expropiación ilegal. Aunque todavía tiene que cuantificar sus pérdidas, la compañía dice que 
éstas abarcarán las inversiones que ya ha realizado y los retornos que habría resultado de ella. 
 
La compañía presentó un aviso de disputa bajo el tratado en marzo a raíz de la decisión del tribunal constitucional. 
 
En julio, también anunció que había llegado a un acuerdo para obtener US $ 14 millones en financiamiento para el caso 
del CIADI de una entidad administrada por Tenor Capital - la firma de capital privado de Nueva York que ayudó a la 
empresa minera canadiense Crystallex a obtener un US $ 1.2 billon ICSID Contra Venezuela en agosto. 
 
El acuerdo de financiación se produjo en dos etapas. La primera, completada con la firma en julio, vio que la entidad 
Tenor adquirió un poco menos del 10% de Eco Oro por US $ 3 millones. Sin embargo, en una reunión celebrada en 
noviembre, los accionistas de Eco Oro se negaron a aprobar una propuesta para la segunda etapa que habría permitido 
a Tenor aumentar su patrimonio en la empresa a un poco menos del 50%. 
 
Eco Oro ha recaudado alrededor de US $ 14 millones mediante la emisión de derechos de valor contingente (CVR) y 
obligaciones convertibles a Tenor ya otros accionistas de la compañía, entre ellos su consejero delegado, Anna 
Stylianides, y las firmas de capital privado Amber Capital y Paulson & Co. 



 
Eco Oro ha dicho anteriormente que los CVR darían derecho a Tenor a una participación de 51% en el producto bruto de 
la reclamación del CIADI, aunque GAR se ha dicho que otros accionistas que adquirieron CVR también recibirán parte de 
ese interés. 
 
Eco Oro está representada en el caso del CIADI por Freshfields Bruckhaus Deringer, la misma firma que actúa para los 
inversionistas en las únicas dos otras reclamaciones del CIADI, presentadas por el grupo minero suizo Glencore y el 
grupo mexicano de telecomunicaciones, América Móvil, respectivamente. 
 
El estado todavía tiene que instruir al abogado externo para la disputa con Eco Oro, aunque está usando Dechert para el 
caso traído por Glencore. 
 
El mes pasado, activistas organizaron una protesta frente a las oficinas de la Corporación Financiera Internacional, el 
brazo financiero privado del Banco Mundial, instándolo a desinvertir las acciones que tiene en Eco Oro. 
 
La solicitud de arbitraje surge una semana después de que surgió que el grupo farmacéutico suizo Novartis ha 
amenazado a Colombia con un tratado sobre los planes para imponer un recorte de precio en un medicamento usado 
para tratar el cáncer de sangre. 
 
Eco Oro v Colombia 
 
Consejero de Eco Oro 
 
    Freshfields Bruckhaus Deringer 
 
Socios Nigel Blackaby y Caroline Richard, el abogado Alex Wilbraham y el asociado Juan Pomes en Washington, DC 
 
Consejero de Colombia 
 
Todavía no nombrado 
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Tribunal de arbitraje del Banco Mundial se niega a escuchar a afectados por minería en 
Santurbán 

Miercoles, 27 de febrero, 2019 

El Centro Internacional de Arreglo de Diferencias relativas a Inversiones (CIADI), parte del Banco Mundial, declinó 
aceptar un escrito legal (Amicus Curiae) que iba a ser presentado por el Comité por la Defensa del Agua y el Páramo de 
Santurbán y organizaciones internacionales aliadas. 

Bucaramanga, Bogotá, Washington, Ottawa, Ámsterdam. Organizaciones nacionales e internacionales de la sociedad 
civil rechazaron la respuesta negativa del Centro Internacional de Diferencias Relativas a Inversiones (CIADI) a aceptar 
un escrito legal (Amicus Curiae) dentro del proceso del arbitraje internacional de Eco Oro Minerals Corp. contra 
Colombia. 

En esa instancia cursa una demanda de arbitraje internacional contra la nación andina por parte de la empresa 
canadiense en mención, que pretende ejecutar el proyecto de minería aurífera Angostura en el páramo de Santurbán, 
ubicado al nororiente del país. La demanda cuestiona las decisiones adoptadas por el Estado colombiano para proteger 
sus páramos, humedales de alta montaña que son fuente natural de agua para el 70% de sus habitantes. 

El arbitraje fue iniciado ante el CIADI, organismo dependiente del Banco Mundial que está a cargo de la resolución de 
controversias entre inversionistas y Estados. Colombia  podría ser condenada a pagar $746 millones de dólares, una 
sanción sin precedentes para el país. 

“En el momento en que los Estados de Latinoamérica acogen los principios de democracia ambiental con la adopción del 
Acuerdo de Escazú, el CIADI va en dirección contraria. Es lamentable que ante el movimiento regional por transparencia 
y participación el CIADI se constriña aún más, solo generando más ira y desconfianza, no solo ante este mecanismo, 
sino frente al sistema de arbitraje de inversores contra Estados a nivel mundial”, declaró Carla García Zendejas, abogada 
del Center for International Environmental Law (CIEL). 

“Las comunidades afectadas por la minería en Santurbán deben ser escuchadas y pueden aportar elementos cruciales 
para el caso”, sostuvo Carlos Lozano, abogado sénior de la Asociación Interamericana para la Defensa del Ambiente 
(AIDA). 

Las organizaciones consideran que el Comité por la Defensa del Agua y el Páramo de Santurbán tiene un interés 
significativo en el resultado del proceso, y que la experticia que habrían podido proveer al Tribunal habría sido de ayuda 
para una mejor decisión del caso. Del mismo modo, urgen al CIADI a ampliar la participación ciudadana y transparentar 
sus procedimientos para la toma de decisiones, trascendentales para el interés público de los países cuyos Estados son 
sometidos a su jurisdicción. 

 

 



https://mineriaencolombia.wordpress.com/ 

Minería en el páramo de Santurbán 

Por Mónica Castro Paz 

Uno de los ecosistemas más afectado por la insostenibilidad, pese a los grandes beneficios e impactos que tiene en la 
vida de los humanos, son los páramos.  El páramo de Santurbán tiene una extensión de 82.664 hectáreas entre los 3.000 
y 4.290 msnm, comprendido en los departamentos de Santander y Norte de Santander,(Morales, et al, 2007). 

Santurbán es considerado una estrella fluvial, es el sitio donde nace el agua que surte los acueductos municipales de 
Bucaramanga, Cúcuta y otros 21 municipios de Santander y Norte de Santander que proveen agua para 2.2 millones de 
colombianos, que dependen del agua que provee el páramo(Flórez, 2011). 

Desde tiempos inmemorables en los municipios California-Vetas, se ha destacado la explotación minera de sus 
yacimientos, realizados mucho antes de la época de la conquista (1551) donde los indios Chitateros excavaron las 
entrañas del suelo en busca del oro (Mendoza, 1997). En 1994, Greystar se involucró en el área de Angostura, iniciando 
la exploración activa en 1995, presentando el proyecto Angostura, el cual era minería a cielo abierto a gran escala 
(Greystar Resources Ltda, 2009). En agosto de 2011 la Greystar Resources Ltda, tuvo un giro de 180°, cambio su razón 
social en agosto de 2011 (Maldonado, 2011), año donde presentaron la nueva propuesta de minería, que ya no seria a 
cielo abierto sino minería subterránea (Celedón, 2011). 

La minería a cielo abierto deja grandes impactos ambientales, para su realización es necesario remover toda la capa 
vegetal del territorio, talando arboles y destruyendo especies de flora y fauna que se encuentran amenazadas de 
extinción[1], queda expuesta la roca a tratar que se afloja con explosivos, estos ocasionan ondas que pueden ahuyentar 
especies y ocasionar daños auditivos humanos,  las rocas obtenidas se depositan en trituradoras, obteniendo un polvillo 
que se llevan a pilas de lixiviado, ahí es rociado con cianuro mezclado con agua a razón de 200 galones por minuto, el 
agua cianurada atrae las partículas de oro, luego se utiliza carbón para separarlas del cianuro, se calienta y se obtiene el 
oro puro que luego es convertido en lingotes. El agua contaminada, después de un tratamiento donde se agrega mas 
agua  para bajar los niveles de concentración de cianuro va a parar a los ríos (Espinoza & Bayona, 2011), donde se 
distribuye el agua para la comunidad y en caso de que los peces no mueran, el mercurio se convierte en metilmercurio, el 
cual es acumulado en los peces, que son de consumo humano (Defensoría del Pueblo, 2010). 

En la minería subterránea (propuesta actual), se crean socavones donde trabajan personas, que en su mayoría tienen 
condiciones laborales deplorables, sometidos a temperaturas extremas, largas horas laborales, presencia de radiaciones 
nocivas, gases perjudiciales, polvillo que les puede ocasionar enfermedades respiratorias. Con este tipo de minería se 
afecta los yacimientos terrenos, las cavidades ocasionan tensiones y movimientos, es factible la producción de 
deslizamientos y hundimientos. Se desestabiliza el régimen de agua debido a los desagües que dejan las minas 
ocasionando descensos en el nivel freático, afectando la vegetación y terreno de la zona afectada. La trituración, 
lixiviación, obtención del oro y manejo de las aguas contaminadas es igual que la minería a cielo abierto. 

En algunas zonas hay personas que están a favor de la minería ya que es el único medio de subsistencia, y trabajan 
para la multinacional, la CDMB se disputa la protección de 10.890 hectáreas del terreno con la declaratoria del Parque 
Natural Regional Páramo de Santurbán que fue declarada de este modo el 27 de noviembre, día en que se recibió el 
concepto previo aprobatorio del Instituto de Investigación Alexander von Humboldt IAvH (Celedón, 2012). Sin embargo 
los ambientalistas están muy alarmados, ya que el páramo en su totalidad dispone de 82.664 hectáreas, de las cuales 
61.000 esta en protección por la CORPONOR y las 21.553 restantes están a cargo de la CDMB (Morales, et al, 2007), 
por lo tanto solo se protegieron 10.890 hectáreas, dejando sin protección las 10.663 hectáreas restantes. 

Los mas beneficiados con la minería, es la multinacional Eco Oro Minerals Corp, ya que planean explotar 2,7 millones de 
onzas de oro (Eco Oro Minerals Corp., 2012), de las cuales las regalías que pagarían al país serian de 14.9 millones de 
dólares al año, mientras que las ventas de oro y plata generarían ingresos por 14.252 millones de dólares. En resumen 
Colombia se queda sin páramo, sin estrella fluvial y con menos del 2% del saqueo de oro (Valencia, 2011). 

La sociedad civil busca continuamente como frenar el proyecto, ante el proyecto de explotación minera en el páramo se 
ha conformado diversos grupos como el Comité en Defensa del Páramo de Santurbán, compuesto de 11 organizaciones, 



y hay diversas instituciones que están en contra como: la Sociedad Santandereana de Ingenieros, la Sociedad de 
Mejoras de Bucaramanga, la Federación Nacional de Comerciantes FENALCO entre otras (Rodríguez & Urrea, 2011). 

La comunidad en general ha realizado varias manifestaciones: el 25 de febrero de 2011, denominada la Gran Marcha por 
la Defensa del Agua, que contó con la asistencia de más de 40.000 personas en Santander y más de 4.000 en el resto 
del país (Rodríguez & Urrea,2011); el 16 de marzo del 2012 tuvo lugar la Marcha en Defensa del Agua de Bucaramanga 
que contó con la participación de 30.000 personas (Virviescas, 2012) ambas marchas han sido convocadas por el Comité 
para la Defensa del Páramo de Santurbán. 

Los gobiernos colombianos se han dedicado en creer que el único camino al desarrollo es la minería, mientras que la 
población se da cuenta de que lastimosamente estamos perdiendo las fuentes de agua por contaminación o 
desaparición. Los proyectos mineros, lo único que demuestran es una desigualdad que se evidencia, al analizar los 
territorios donde el auge minero es alto, los empleos aumentan insignificante, lo que si es evidente, es que a largo plazo 
la minería lo único que deja es destrucción, contaminación, pobreza, enfermedades, aculturación de nuestra población 
étnica, desplazamientos forzosos, desaparición de la formas culturales regionales, violencia y muerte. 

Todas estas consecuencias no se pueden remediar por cualquier valor que dejen las regalías, ni impuestos a las 
multinacionales. En caso de otorgar la licencia de explotación a la Eco Oro Minerals Corp.: “sería un monumento al 
prevaricato, pues múltiples y contundentes leyes señalan la imposibilidad de hacer minería en páramos… Santurbán es 
el lugar que guarda las aguas para la vida de dos millones y medio de colombianos, que no están dispuestos a creer en 
dudosas promesas económicas, sino a jugársela a fondo por garantizar el bienestar y futuro suyo y de sus hijos, 
mediante la protección cabal del patrimonio hídrico” (Rodríguez & Urrea, 2011, pg. 34). 

  



TRATADO DE LIBRE COMERCIO  

ENTRE 

CANADA Y COLOMBIA 

Capítulo 8 – Inversiones 

Artículo 805: Nivel Mínimo de Trato 
 

1. Cada Parte otorgará a las inversiones cubiertas un trato acorde con el estándar mínimo de tratamiento de 
extranjeros del derecho internacional consuetudinario, incluido el “trato justo y equitativo”, así como “protección y 
seguridad plenas”. Los conceptos de “trato justo y equitativo” y “protección y seguridad plenas” no requieren un 
trato adicional o más allá de aquel exigido por el nivel mínimo de trato de extranjeros del derecho internacional 
consuetudinario. 
 

2. La obligación en el párrafo 1 de otorgar “trato justo y equitativo” incluye la obligación de no denegar justicia en 
procedimientos penales, civiles o contenciosos administrativos, de conformidad con el principio del debido 
proceso. 
 

3. La determinación de que se ha violado otra disposición de este Acuerdo, o de otro acuerdo internacional, no 
establece que se ha violado este Artículo 
 

Artículo 811: Expropiación 
 

1. Ninguna Parte podrá expropiar o nacionalizar una inversión cubierta directa o indirectamente a través de 
medidas que tengan efectos equivalentes a la expropiación o nacionalización (en adelante “expropiación”) 
excepto: 

a) por razones de utilidad pública1; 
b) de una manera no discriminatoria; 
c) mediante indemnización pronta, adecuada y efectiva de conformidad con los párrafos 2 a 4; y 
d) de conformidad con el principio del debido proceso. 

 
2. Dicha indemnización será equivalente al valor justo de mercado de la inversión expropiada inmediatamente antes 

de que la expropiación se haya llevado a cabo (“fecha de expropiación”), y no reflejará ningún cambio en el valor 
debido a que la intención de expropiar se conoció con antelación. Para determinar el valor justo de mercado, un  
Tribunal usará criterios apropiados de valoración, que podrán incluir el valor de empresa en marcha, el valor de 
los activos incluyendo el valor del impuesto declarado por bienes tangibles, y otros criterios. 
 

3. La indemnización será pagada sin demora y será completamente liquidable y libremente transferible. La 
indemnización será pagada en una moneda libremente convertible e incluirá intereses a una tasa 
comercialmente razonable para esa moneda desde la fecha de la expropiación hasta la fecha de pago. 
 

4. El inversionista afectado tendrá derecho en virtud de la ley de la Parte que ejecuta la expropiación a una pronta 
revisión de su caso y de la valoración de su inversión por una autoridad judicial u otra autoridad independiente de 
esa Parte, de conformidad con los principios dispuestos en este Artículo. 
 

5. Este Artículo no se aplicará a la expedición de licencias obligatorias otorgadas en relación con derechos de 
propiedad intelectual, o a la revocación, limitación o creación de derechos de propiedad intelectual, en la medida 
que tal expedición, revocación, limitación o creación sea compatible con el Acuerdo sobre la OMC. 

 

																																																													
1	El término “utilidad pública” es un concepto de derecho internacional público y será interpretado de 
conformidad con el derecho internacional. El derecho nacional puede expresar este concepto u otros 
conceptos similares usando diferentes términos, tales como “interés social”, “necesidad pública” o “fin público”. 

	



http://www.eco-oro.com/s/NewsReleases.asp?ReportID=774271&_Type=News-Releases&_Title=Eco-Oro-files-Request-
for-Arbitration-against-Colombia 
 
Comunicado de Prensa de Eco Oro 
Diciembre 09, 2016 
 
Eco Oro solicita arbitraje contra Colombia 
 
Eco Oro Minerals Corp. ("Eco Oro" o la "Compañía") (TSX: EOM) anuncia que presentó una Solicitud de Arbitraje ante el 
Centro Internacional de Arreglo del Banco Mundial (La "Solicitud de Arbitraje") el 8 de diciembre de 2016. El reclamo se 
refiere a la disputa de Eco Oro con Colombia en relación con medidas estatales arbitrarias, inconsistentes y 
desproporcionadas que han destruido el valor de sus inversiones en el colombiano Minería y privó a Eco Oro de sus 
derechos bajo su principal título minero, el Contrato de Concesión 3452 ("Concesión 3452"), que comprende el depósito 
de oro y plata de Angostura, violando las obligaciones de Colombia bajo el Tratado de Libre Comercio Canadá-Colombia 
Acuerdo comercial"). 
 
Eco Oro fue una de las primeras empresas mineras extranjeras en invertir en el sector minero del país. Desde mediados 
del decenio de 1990, la Compañía ha invertido más de US $ 250 millones para desarrollar el proyecto minero Angostura 
(el "Proyecto") completando más de 360.000 metros de perforación y 3.000 metros de desarrollo subterráneo. Como 
resultado de estas inversiones, Eco Oro declaró recursos para el yacimiento Angostura donde no existían antes y duplicó 
esos recursos entre 1999 y 2015. El depósito es ahora uno de los más grandes de Colombia. Eco Oro hizo estas 
inversiones dependiendo de los compromisos de Colombia en sus títulos mineros, incluyendo la Concesión 3452 que se 
estabilizó de acuerdo con el Código Minero de Colombia de 2001. El Gobierno colombiano reiteró su apoyo al proyecto e 
incluso declaró que es un "proyecto de interés nacional" en 2011 y nuevamente en 2013. Eco Oro ha sido elogiado por 
sus programas sociales y sus prácticas ambientales, recibiendo premios tanto a nivel internacional Y de las autoridades 
colombianas. 
 
A pesar de estos compromisos y garantías, el Gobierno colombiano, a través de la Agencia Nacional de Minería (ANM) 
emitió una decisión en agosto de 2016 privando a Eco Oro de derechos vitales bajo la Concesión 3452 sobre la base de 
una decisión del Tribunal Constitucional emitida En febrero de 2016, según informó Eco Oro el 11 de agosto de 2016. 
Esa decisión se produjo cinco meses después del anuncio de 7 de marzo de 2016 de la Compañía de que había 
notificado formalmente a Colombia su intención de someter a arbitraje una disputa surgida bajo el Tratado de Libre 
Comercio. 
 
Los derechos de Eco Oro se enfrentan a la amenaza de más usurpaciones dado el riesgo de que el Tribunal 
Constitucional y la Agencia Nacional de Minería emitan futuras decisiones, reduciendo aún más el área accesible a Eco 
Oro. Como consecuencia de estas incertidumbres, el Proyecto no puede ser actualmente licenciado. 
 
El resultado de las medidas de Colombia es que los recursos que quedan en la Concesión 3452 que potencialmente 
podrían ser accesados son insuficientes para justificar las inversiones significativas requeridas para desarrollar una mina 
subterránea. El proyecto se ha convertido en inviable. 
 
Como Eco Oro explica en su Solicitud de Arbitraje, la Compañía es un inversionista protegido bajo el Tratado de Libre 
Comercio y por lo tanto tiene derecho a las protecciones establecidas en el capítulo de inversiones de dicho acuerdo. La 
posición de la Compañía es que Colombia ha violado las protecciones establecidas en el Tratado de Libre Comercio, 
incluyendo: (i) el fracaso en el pago justo y equitativo de Eco Oro a través de medidas arbitrarias, inconsistentes y 
desproporcionadas y la frustración de sus expectativas legítimas; Y (ii) expropiar ilegalmente la inversión de Eco Oro 
destruyendo su valor sin el pago de una compensación rápida, adecuada y efectiva. 
Las medidas colombianas no sólo privaron a Eco Oro de su inversión, sino también los beneficios que habrían resultado 
de la inversión de la Compañía de cientos de millones de dólares en las últimas dos décadas dependiendo de los 
compromisos de Colombia. Eco Oro, por lo tanto, afirma su derecho a recuperar las pérdidas de su inversión como 
resultado de las violaciones de Colombia. El monto de tales pérdidas se determinará en una etapa posterior del Arbitraje. 
 
Perfil de la compañía 
 
Eco Oro Minerals Corp. es una compañía de exploración y desarrollo de metales preciosos que cotiza en bolsa con una 
cartera de proyectos en Colombia. Eco Oro se ha centrado en su depósito de oro y plata de Angostura, de propiedad 
total y multimillonaria, ubicado en el noreste de Colombia. 
 
Para obtener más información, visite el sitio web de la compañía en www.eco-oro.com o comuníquese con: Jessica Klein 
 
 


